
  Número Identificador  
 
  SEN2018_________________ 

 

ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

PANEL VI 
 

ASOCIACIÓN DE 
DUEÑOS BAIROA 

GOLDEN GATE, INC., 
 

Apelada, 
 

v. 
 

RUBÉN CORREA 
SOTOMAYOR, NANCY 
FLORES y la sociedad 

legal de bienes 
gananciales compuesta 

por ambos, 
DEMANDADOS A, B, C, 

 
Apelante. 

 
 
 
 
 
 
KLAN201800755 

 

APELACIÓN 
procedente del Tribunal 
de Primera Instancia, Sala 
de Caguas. 
 
 
Caso núm.:  
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Sobre: 
cobro de dinero (Regla 
60). 

 
Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, la Jueza 
Romero García y el Juez Torres Ramírez. 
 
Romero García, jueza ponente. 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 18 de septiembre de 2018. 

La parte apelante, Rubén Correa Sotomayor (Sr. Correa), instó el 

presente recurso el 13 de julio de 2018.  En él, impugnó la sentencia emitida 

el 12 de enero de 2018, y notificada el 26 de abril de 2018, por el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala de Caguas1.  Por virtud de esta, dicho tribunal 

declaró con lugar la demanda instada por la parte apelada, la Asociación 

de Dueños Bairoa Golden Gate, Inc. (Asociación), contra el Sr. Correa, para 

el pago de las cuotas de mantenimiento adeudadas.  

Examinados los autos a la luz del derecho aplicable, y por los 

fundamentos que expondremos a continuación, confirmamos la sentencia 

apelada. 

I. 

  Los hechos de la presente controversia se remontan a una 

demanda de interdicto preliminar y permanente, sentencia declaratoria y 

                                                 
1 El 11 de mayo de 2018, el Sr. Correa presentó una moción de reconsideración.  Evaluada 
tanto esta como su oposición, el foro recurrido la denegó mediante una resolución emitida 
el 12 de junio de 2018, y notificada el 19 de junio de 2018. 
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daños y perjuicios, instada allá para el año 2007 por el Sr. Correa y otros 

residentes de la Urbanización Bairoa Golden Gate I, contra la Asociación y 

otros2.  En lo pertinente, dichos residentes solicitaron que el tribunal 

declarara extintas las condiciones restrictivas de control de acceso 

establecidas mediante escritura pública por el desarrollador3 y, por tanto, 

su obligación de pertenecer a la Asociación y pagar las correspondientes 

cuotas de mantenimiento.  Además, solicitaron que: la Asociación 

mantuviera la vigilancia del portón; la paralización de ciertas obras de 

construcción; la producción de todo documento relacionado con estas 

últimas y la devolución de ciertos fondos.   

Luego de varios trámites procesales, que incluyó un recurso de 

apelación de la sentencia parcial emitida por el foro primario que invalidó el 

control de acceso, otro panel de este Tribunal emitió una sentencia el 28 

de febrero de 2013, que ya advino final y firme4, en la que revocó la 

determinación apelada.  Dicho panel resolvió que el control de acceso 

había sido válidamente establecido, al amparo de la Ley Núm. 21 de 

20 de mayo de 1987, según enmendada, mejor conocida como Ley de 

Control de Acceso (Ley Núm. 21), 23 LPRA sec. 64-64h, e 

independientemente de la existencia de la Escritura Núm. 135.  

Consecuentemente, concluyó que las condiciones restrictivas impugnadas 

obligaban a los residentes demandantes, quienes adquirieron sus 

residencias luego de que el desarrollador hiciera la solicitud para el control 

de acceso. 

Devuelto el caso al entonces foro primario para la continuación de 

los procedimientos, y ante el incumplimiento de la parte demandante con 

                                                 
2 Véase, E PE2007-0544. 
 
3 En virtud de la Escritura Núm. 13 de 22 de abril de 1987, titulada Declaración de 
derechos, restricciones, condiciones y constitución de condiciones restrictivas para áreas 
residenciales de familias individuales (Escritura Núm. 13). 
 
4 Véase, KLAN201300141.  Apuntamos que, en dicho caso, el Tribunal Supremo denegó 
la petición de certiorari instada. 
 
5 Surge de dicha sentencia que el desarrollador concibió y vendió el proyecto bajo la 
premisa de que sería una urbanización con acceso controlado administrado por la 
Asociación. 
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distintas órdenes del tribunal, dicho foro emitió una sentencia el 25 de junio 

de 2015, notificada el 3 de julio de 2015, en la que ordenó el archivo, con 

perjuicio, de la demanda de los residentes. 

Así las cosas, el 2 de febrero de 2017, la Asociación presentó la 

demanda de cobro de dinero que nos ocupa, al amparo de la Regla 60 de 

las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 606.  En síntesis, solicitó el 

pago de las cuotas de mantenimiento adeudadas por el Sr. Correa, así 

como los cargos por mora e intereses aplicables.  Además, reclamó la 

concesión de costas y honorarios de abogado. 

Por su parte, el 16 de mayo de 2017, el Sr. Correa presentó una 

contestación a la demanda y, luego, el 11 de diciembre de 2017, presentó 

un memorando de derecho. En ellos, adujo que la determinación emitida 

por este Tribunal había sido contraria a derecho, por lo que no procedía el 

pago de la cuantía solicitada.  Nuevamente, arguyó que la Escritura Núm. 

13, por virtud de la cual el desarrollador estableció las condiciones 

restrictivas sobre el control de acceso, se había extinguido con el paso del 

tiempo, según establecido en sus propias disposiciones y reconocido por 

los tribunales que atendieron el asunto, por lo que no debía la cantidad 

reclamada. 

En cumplimiento con lo ordenado por el tribunal apelado, el 15 de 

septiembre de 2017, la Asociación presentó su posición con respecto a los 

planteamientos del Sr. Correa.  En esencia, la Asociación afirmó que 

aplicaba la doctrina de impedimento colateral por sentencia a la 

controversia, toda vez que esta era cosa juzgada, pues la validez del 

control de acceso había sido determinada mediante una sentencia válida, 

que advino final y firme.  A su vez, argumentó que los planteamientos del 

Sr. Correa tampoco cumplían con los requisitos establecidos en la Regla 

49.2 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 49.2, que permiten 

a una parte ser relevada de una sentencia, orden o procedimiento. 

                                                 
6 También, demandó a Nancy Flores y a la sociedad legal de bienes gananciales 
presuntamente constituida por esta y el Sr. Correa.  Sin embargo, la causa de acción 
contra dichas partes fue desestimada, debido a que el Sr. Correa indicó que no estaban 
casados y que era el único dueño de la propiedad. 
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Evaluadas las respectivas posturas de las partes litigantes, el 

tribunal primario emitió la sentencia aquí impugnada y declaró con lugar la 

demanda de la Asociación, por lo que ordenó el pago de la cuantía 

adeudada, así como el pago de las costas y honorarios de abogado7.  Dicho 

foro fundamentó su determinación en que el Sr. Correa no había mostrado 

las razones por las cuales debía ser relevado de la sentencia emitida 

previamente por este Tribunal.  También, puntualizó que la controversia 

sobre la validez del control de acceso constituía cosa juzgada. 

Insatisfecho, el Sr. Correa solicitó la reconsideración y esta fue 

declarada sin lugar, por lo que acudió ante nos y señaló los siguientes 

errores: 

Primer Error 
Erró el honorable Tribunal de Primera Instancia al declarar 
con lugar una demanda de cobro de dinero por concepto de 
cuotas de mantenimiento al aplicar la doctrina de “cosa 
juzgada” sobre la base de la existencia de una asociación de 
residentes tener control de acceso debidamente constituido 
en un primer pleito y el advenimiento en un segundo pleito de 
que no existe la misma conforme a derecho.  Ello hace la 
primera sentencia nula por falta de jurisdicción sobre la 
materia [a]djudicada.  [sic] 
 
Segundo Error 
Erró el honorable Tribunal de Primera Instancia al resolver 
que existe un control de acceso debidamente constituido en 
ausencia de evidencia que lo sustente y a su vez validar un 
cobro de dinero de cuotas de mantenimiento que no se 
sostiene en derecho.  [sic] 

 
(Mayúsculas y énfasis suprimidos). 

 Al abordar su primer señalamiento de error, la parte apelante expuso 

que el foro primario erró al aplicar la doctrina de cosa juzgada, en su 

modalidad de impedimento colateral por sentencia.  Razonó que los 

remedios solicitados por los residentes en el pleito anterior no requirieron 

pasar juicio sobre si el control de acceso fue establecido conforme a la Ley 

Núm. 21, por lo que era improcedente concluir que dicha controversia 

constituye cosa juzgada.  A su vez, recalcó que las condiciones restrictivas 

establecidas en la Escritura Núm. 13 fueron extinguidas por virtud de sus 

                                                 
7 Según establecido en la Sec. 11 de la Ley Núm. 21, 23 LPRA sec. 64d-3. 
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propias disposiciones, según reconocido por los tribunales que atendieron 

la controversia.  Así, rechazó que tuviera que pagar las cuotas reclamadas.   

En cuanto a su segundo señalamiento de error, arguyó que la 

Asociación nunca siguió el procedimiento establecido en la Ley Núm. 21 

para formalizar el control de acceso, por lo que el foro primario erró al 

validar una condición restrictiva que es nula e inexistente.  

Consecuentemente, solicitó que revocáramos la sentencia apelada. 

 El 13 de agosto de 2018, la parte apelada presentó su alegato en 

oposición al recurso de apelación.  En primer lugar, apuntó que los 

planteamientos del Sr. Correa eran tardíos, toda vez que debió haberlos 

esbozado en el caso que había instado previamente contra la Asociación, 

mas no lo hizo.  Además, reiteró que la sentencia que estableció la 

obligación del Sr. Correa de pagar la cuota de mantenimiento advino final 

y firme.  

Acorde con ello, razonó que la controversia sobre la procedencia del 

pago de la cuantía reclamada constituía cosa juzgada.  A esos efectos, 

invocó lo expresado por otro panel de este Tribunal, en cuanto a que las 

condiciones restrictivas establecidas por el desarrollador obligaban a los 

residentes que comprasen propiedades luego de que este iniciara los 

trámites para establecer el control de acceso. Lo anterior, por virtud de la 

Ley Núm. 21, e independientemente de la existencia de la Escritura Núm. 

13.   

Recalcó que meras alegaciones no eran suficientes para para rebatir 

la presunción de legalidad que cobija el control de acceso existente.  

Manifestó que el Sr. Correa lleva desde el año 2007 impugnando, sin éxito, 

el control de acceso de la urbanización. Lo anterior, a pesar de: haber 

comprado la propiedad a sabiendas de que esta radica en un vecindario 

cuyo acceso es controlado; de haber pagado su mantenimiento por años y 

de haber solicitado que se mantuviera dicho control de acceso, a pesar de 

no querer aportar a su mantenimiento. 
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Por otro lado, explicó que la parte apelante tampoco cumplía con los 

requisitos para ser relevado de la sentencia en su contra, según los criterios 

exigidos por la citada Regla 49.2 de las de Procedimiento Civil.  

Particularmente, señaló que dicha solicitud debió haberse presentado en el 

pleito anterior, dentro del término fatal de seis meses de haberse registrado 

la sentencia.  También, argumentó que no surgía de los autos la presunta 

nulidad de la sentencia emitida por otro panel de este Tribunal el 28 de 

febrero de 2013, por lo que no procedía relevar al Sr. Correa de sus efectos. 

Articuló que la parte apelante no había obrado con buena fe y 

continuaba abusando de los procedimientos legales, con la esperanza de 

lograr resultados distintos.  Ello, a pesar de que es consciente de que debe 

pagar las cuotas de mantenimiento solicitadas.  Acorde con ello, solicitó 

que confirmáramos la sentencia apelada e impusiéramos el pago de costas 

y honorarios de abogado a la apelante. 

II. 

A. 

Tal cual señala el Tribunal Supremo de Puerto Rico en Municipio de 

San Juan v. Bosque Real, S.E., 158 DPR 743, 769 (2003), la doctrina de 

cosa juzgada, de origen romano, tiene base estatutaria en el Art. 1204 del 

Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 3343.  Por ello, en nuestro 

acervo jurídico, la presunción de cosa juzgada se rige por los postulados 

del Derecho Civil.  Acevedo v. Western Digital Caribe, Inc., 140 DPR 452, 

464 (1996). 

Así, pues, conforme a la doctrina civilista y al Art. 1204, para que se 

active la presunción de cosa juzgada en otro juicio, “[…] es necesario que 

entre el caso resuelto por la sentencia y aquél en que esta sea invocada, 

concurra la más perfecta identidad entre las cosas, las causas, las 

personas de los litigantes y la calidad con que lo fueron.”  Añade el Tribunal 

Supremo: 

La doctrina está fundamentada en el interés del Estado 
en ponerle fin a los litigios y en proteger a los ciudadanos 
para que no se les someta en múltiples ocasiones a los 
rigores de un proceso judicial.  Pérez v. Bauzá, 83 D.P.R. 
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220, 225 (1961).  El efecto de la aplicación de esta doctrina 
es que la sentencia emitida en un pleito anterior impide que 
se litiguen posteriormente, entre las mismas partes y sobre 
las mismas causas de acción y cosas, las controversias ya 
litigadas y adjudicadas, y aquellas que se pudieron haber 
litigado.  Pagán Hernández v. U.P.R., 107 D.P.R. 720, 732-
33 (1978); Mercado Riera v. Mercado Riera, 100 D.P.R. 940, 
950 (1972). 
 

Municipio de San Juan v. Bosque Real, S.E., 158 DPR, a las págs. 769-
770.  (Énfasis nuestro). 
 

Basado en esos mismos propósitos, el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico ha reconocido otra modalidad de la doctrina de cosa juzgada8, en la 

que no resulta necesaria la identidad de las causas.  Esta es la figura 

jurídica del impedimento colateral por sentencia.  A & P Gen. 

Contractors v. Asoc. Caná, 110 DPR 753 (1981).  Ella surte efecto cuando 

un hecho esencial para el pronunciamiento de una sentencia se 

dilucida y determina mediante sentencia válida y final.  Como resultado, 

tal determinación es concluyente en un segundo pleito entre las mismas 

partes, aunque estén envueltas causas de acción distintas9.  A & P Gen. 

Contractors v. Asoc. Caná, 110 DPR, a la pág. 762; véase, además, Vidal 

v. Monagas, 66 DPR 622 (1946). 

Cual citado, el Art. 1204 del Código Civil exige la identidad entre las 

cosas, las causas y las personas de los litigantes.  En primer lugar, cuando 

la doctrina de cosa juzgada alude a la identidad entre las cosas, se refiere 

al “objeto o materia sobre la cual se ejercita la acción”.  Lausell Marxuach 

                                                 
8 Somos conscientes, también, de que el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha reconocido 
una modalidad adicional de la doctrina de cosa juzgada, denominada como 
fraccionamiento de causas de acción.  Dicha modalidad le aplica a toda reclamación 
posterior entre las mismas partes, sobre el mismo asunto.  Abengoa, S.A. v. American Intl. 
Ins., 176 DPR 512, 525 (2009).  El propósito de “la defensa de cosa juzgada, en su aspecto 
de fraccionamiento de causas de acción, es promover la finalidad de las controversias 
judiciales y evitar las continuas molestias a una parte con la presentación sucesiva de 
varios pleitos relacionados con el mismo asunto”.  S.L.G. Szendrey-Ramos v. Consejo 
Titulares, 184 DPR 133, 156 (2011) (bastardillas en el original).  Si bien reconocemos su 
existencia y validez, la modalidad de fraccionamiento de causas de acción no ha sido 
planteada en el caso ante nuestra consideración, por lo que no requiere de análisis 
ulterior. 
 
9 En el caso de A & P Gen. Contractors, el Tribunal Supremo reconoce que la figura del 
impedimento colateral por sentencia o colateral estoppel by judgment fue adoptada del 
derecho anglosajón.  No obstante, también concluye que dicha figura es armonizable y 
debe ser tratada como una modalidad de la doctrina de cosa juzgada civilista.  110 DPR, 
a la pág. 763.  Véase, además, lo apuntado por el Tribunal Supremo en el caso de Martínez 
Díaz v. E.L.A., 182 DPR 580, 584-589 (2011), sobre el tema de la aplicación 
interjurisdiccional de la doctrina de cosa juzgada vis à vis la aplicación de la modalidad de 
impedimento colateral por sentencia. 
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v. Díaz de Yáñez, 103 DPR 533, 535 (1975).  Es decir, el objeto de una 

demanda.   

En A & P Gen. Contractors v. Asoc. Caná, 110 DPR 753 (1981), el 

Tribunal Supremo, siguiendo la doctrina civilista, nos instruye a formularnos 

la siguiente pregunta para determinar si existe o no identidad de cosas: si 

al tomar una determinación sobre el objeto de una demanda en el caso 

ante nuestra consideración, nos exponemos a contradecir una decisión 

anterior en cuanto al mismo objeto.  Id., a las págs. 764-765. 

En cuanto a la identidad de causa, esta se refiere a la razón o motivo 

de pedir; significa el fundamento u origen de las cuestiones planteadas y 

resueltas.  Id., a la pág. 765.  El requisito de identidad de causas se 

constituye cuando la nueva acción esté como embebida en la primera o 

fuese consecuencia inseparable de la misma.  Acevedo v. Western Digital 

Caribe, Inc., 140 DPR, a la pág. 464. 

Con referencia al requisito de la identidad de las personas de los 

litigantes, el mismo se rige por la doctrina de la mutualidad.  Acevedo v. 

Western Digital Caribe, Inc., 140 DPR, a la pág. 46510.  Es decir, precisa 

que las partes litigantes hayan sido las mismas en ambos pleitos, el original 

y el segundo, o se hallaren en una relación mutua.  Pol Sella v. Lugo 

Christian, 107 DPR 540, 550 (1978).  

Por último, subrayamos el hecho de que la doctrina de cosa juzgada 

puede plantearse en dos formas o modalidades: defensiva u 

ofensivamente.  La dinámica procesal de cada una se deduce de su 

nombre, esto es, se esgrime defensivamente por un demandado para 

impedir la litigación de un asunto ya planteado y perdido por el demandante 

en un pleito anterior frente a otra parte.  Se esgrime ofensivamente, cuando 

un demandante impide al demandado relitigar aquellos asuntos 

previamente litigados y perdidos frente a otra parte.  “Obsérvese que en 

ambas situaciones, la defensiva y ofensiva, la parte contra la cual se 

                                                 
10 Véase, además, Pol Sella v. Lugo Christian, 107 DPR 551, 550 (1978); A & P 
Gen.Contractors v. Asoc. Caná, 110 DPR, a la pág. 762. 
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interpone el impedimento: (i) ha litigado; y (ii) ha sido la parte perdidosa en 

el anterior pleito.”11  A & P General Contractors, Inc. v. Asociación Caná, 

Inc., 110 DPR, a la pág. 758.  

Debemos reconocer que el Tribunal Supremo se ha negado a aplicar 

la doctrina de cosa juzgada de forma automática o de manera rígida.  Por 

ejemplo, ha declinado aplicar la doctrina de cosa juzgada, aun cuando 

concurren los requisitos antes discutidos, para evitar una injusticia o 

cuando se plantean consideraciones de interés público12.  A esos efectos, 

véase, P. R. Wire Products v. C. Crespo & Assoc., 175 DPR 139, 152, nota 

al calce núm. 22 (2008).   

Ello no implica, sin embargo, que las excepciones a su 

aplicación se van a aplicar liberalmente; todo lo contrario, las 

excepciones a la aplicación de la doctrina de cosa juzgada no se 

favorecen, pues se puede afectar la finalidad de las controversias 

adjudicadas y, por ende, el buen funcionamiento del sistema judicial.  P. R. 

Wire Products v. C. Crespo & Assoc., 175 DPR, a la pág. 152, citando a 

Parrilla v. Rodríguez, 163 DPR 263, 271 (2004). 

B. 

La Regla 49.2 de Procedimiento Civil, 4 LPRA Ap. V, R. 49.2, 

establece el mecanismo procesal que se tiene disponible para solicitarle al 

foro de instancia el relevo de los efectos de una sentencia, cuando esté 

presente alguno de los fundamentos allí expuestos.  Náter v. Ramos, 162 

DPR 616, 624 (2004).  Su propósito principal es impedir que se vean 

frustrados los fines de la justicia, mediante tecnicismos y sofisticaciones.  

Id.; véase, además, Ortiz Serrano v. Ortiz Díaz, 106 DPR 445, 449 (1977). 

                                                 
11 En P.R. Wire Products v. C. Crespo & Assoc., 175 DPR 139 (2008), el Tribunal Supremo 
consignó que el denominador común entre la modalidad ofensiva y la defensiva es que la 
parte afectada por la interposición de la doctrina de cosa juzgada o de impedimento 
colateral por sentencia ha litigado y ha perdido el asunto en el pleito anterior.  Como 
corolario de ello, no procedería la interposición de la doctrina cuando la parte contra la 
cual se interpone no ha tenido la oportunidad de litigar previamente el asunto, ni ha 
resultado ser la parte perdidosa en un pleito anterior.  Id., a la pág. 153. 

 
12 Inclusive, el Tribunal Supremo ha caracterizado ese interés público, como “intereses 
públicos mayores”, que así lo ameriten.  S.L.G. Szendrey-Ramos v. Consejo Titulares, 184 
DPR 133, 154 (2011); Méndez v. Fundación, 165 DPR 253, 268 (2005). 
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Quede claro, sin embargo, que esta Regla “no es una llave maestra 

para reabrir a capricho el pleito ya adjudicado” y echar a un lado la 

sentencia dictada correctamente.  Ortiz Serrano v. Ortiz Díaz, 106 DPR, a 

la pág. 449, citando a Ríos v. Tribunal Superior, 102 DPR 793, 794 (1974).  

Por el contrario, le corresponde al tribunal hacer un balance entre dos 

intereses en conflicto, a decir: de una parte, que toda litigación sea 

concluida y tenga finalidad; y, de otra parte, que en todo caso se haga 

justicia.  Náter v. Ramos, 162 DPR, a la pág. 624; véase, además, García 

Colón et al. v. Sucn. González, 178 DPR 527, 540 (2010). 

Dicho esto, el Tribunal Supremo ha recalcado que, cuando un 

tribunal examina una solicitud de relevo de sentencia al amparo de la 

Regla 49.2, tiene que considerar ciertos criterios para salvaguardar los 

derechos de las partes involucradas en el litigio.  En primer lugar, el juez 

de primera instancia deberá estar atento a la existencia de una defensa 

válida que oponer a la reclamación del peticionario; de otra parte, tomará 

en consideración el tiempo que media entre la sentencia y la solicitud de 

relevo.  Además, auscultará el perjuicio que sufriría la parte contraria si se 

concede el relevo de sentencia y el perjuicio que sufriría la parte 

promovente de no ser concedido el remedio solicitado.  Pardo v. Sucn. 

Stella, 145 DPR 816, 825 (1998); véase, además, Reyes v. E.L.A., et al., 

155 DPR 799, 809-810 (2001). 

También, es indispensable que la parte que solicita el relevo de la 

sentencia aduzca, al menos, una de las razones enumeradas en esa regla 

para tal relevo.  Por lo tanto, el promovente de la solicitud está obligado 

a justificar la misma amparándose en una de las causales 

establecidas en la Regla 49.2.  García Colón et al. v. Sucn. González, 178 

DPR, a la pág. 540; Reyes v. E.L.A., et al., 155 DPR, a la pág. 809.  Dichas 

causales son: (1) error, inadvertencia, sorpresa o negligencia excusable; 

(2) descubrimiento de evidencia esencial; (3) fraude, falsa representación 

u otra conducta impropia de una parte adversa; (4) nulidad de la sentencia; 

(5) la sentencia ha sido satisfecha, renunciada o se ha cumplido con ella; 



 
 
 
KLAN201800755    

 

11 

y, (6) cualquier otra razón que justifique la concesión de un remedio contra 

los efectos de una sentencia.  32 LPRA Ap. V, R. 49.2. 

Valga subrayar que, con excepción de los casos de nulidad de la 

sentencia13 o cuando esta haya sido satisfecha, el relevo a una parte de los 

efectos de una sentencia es una decisión discrecional.  García Colón et al. 

v. Sucn. González, 178 DPR, a la pág. 540; Dávila v. Hosp. San Miguel, 

Inc., 117 DPR 807, 818 (1986); Fine Art Wallpaper v. Wolff, 102 DPR 451, 

458 (1974). 

Por ello, aun cuando el Tribunal Supremo ha reconocido que la 

Regla 49.2 debe ser interpretada de forma liberal14, el interés de que los 

pleitos se vean en los méritos no puede bajo toda circunstancia prevalecer 

sobre los intereses, igualmente justos, de evitar la congestión en los 

calendarios, de que los casos se resuelvan con prontitud, se termine la 

incertidumbre y se eviten las demoras innecesarias en el trámite judicial, 

promoviendo la solución justa, rápida y económica de las controversias.  

Pardo v. Sucn. Stella, 145 DPR, a la pág. 825. 

Por último, conviene recalcar que, en esta jurisdicción, la doctrina 

prevaleciente ha sido consecuente y enfática a los efectos de que la Regla 

49.2 no sustituye, ni está disponible, para revisar una sentencia dictada 

válidamente.  Es decir, su función no es corregir errores de derecho, ni 

errores de apreciación o valoración de la prueba, pues estos son 

fundamentos para una reconsideración o para la apelación de la 

sentencia15, no para el relevo de la misma.  García Colón et al. v. Sucn. 

González, 178 DPR, a la pág. 543; citando a R. Hernández Colón, Práctica 

                                                 
13 De hecho, en el caso de una sentencia que haya sido dictada sin jurisdicción o, cuando 
al dictarla, se ha quebrantado el debido proceso de ley, no hay margen de discreción y 
resulta mandatorio declarar su nulidad y dejarla sin efecto.  García Colón et al. v. Sucn. 
González, 178 DPR, a la pág. 543-544. 
   
14 El propio Tribunal Supremo nos ofrece un ejemplo de lo que constituye una 
“interpretación liberal” de la Regla 49.2, a decir: cuando se atienda una moción de 
reconsideración presentada fuera del término para considerarla, y se le resuelva cual si 
fuera una moción de relevo de sentencia.  Claro está, la moción de reconsideración tardía 
tiene que aducir y cumplir estrictamente con los fundamentos contenidos en la Regla 49.2.  
García Colón et al. v. Sucn. González, 178 DPR, a la pág. 541. 
 
15 Que, además, cuentan con términos jurisdiccionales para su presentación.   
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jurídica de Puerto Rico: derecho procesal civil, 4ta ed., San Juan, Ed. 

LexisNexis, 2007, Sec. 4804, pág. 353.   

III. 

 Nos corresponde determinar si el tribunal primario incidió al declarar 

con lugar la demanda contra el Sr. Correa y ordenar el pago de las cuotas 

de mantenimiento solicitadas.  Evaluadas las sendas posturas de las partes 

litigantes a la luz del derecho aplicable, concluimos que no se cometieron 

los errores señalados. 

 En síntesis, el Sr. Correa aduce que no procede el reclamo en su 

contra, toda vez que la obligación de la que nace es inexistente.  No le 

asiste la razón.  Según surge de los autos, allá para el año 2007, un grupo 

de residentes demandó a la Asociación para, entre otros asuntos, impugnar 

las condiciones restrictivas de control de acceso establecidas en la 

Escritura Núm. 13.  Específicamente, arguyeron que las condiciones ahí 

establecidas se habían extinguido con el paso del tiempo, cual consignado 

en la propia escritura, por lo que solicitaron ser eximidos del pago de su 

mantenimiento. 

 En lo pertinente, el 28 de febrero de 2013, otro panel de este 

Tribunal emitió una sentencia, que ya advino final y firme, en la cual resolvió 

que el control de acceso había sido válidamente establecido, al 

amparo de la Ley Núm. 21, e independientemente de la existencia de 

la Escritura Núm. 13.  Así, resolvió que los residentes que habían 

adquirido propiedades luego de que el desarrollador estableciera dicha 

condición quedaban obligados a pagar su mantenimiento.   

 Al amparo de lo anterior, la Asociación radicó la demanda que nos 

ocupa contra el Sr. Correa, para el cobro de, precisamente, dichas cuotas.  

Cual citado, la doctrina de cosa juzgada persigue ponerles fin a los litigios 

y proteger a los ciudadanos de ser sometidos a los rigores de un proceso 

judicial en múltiples ocasiones.  Si bien exige para su aplicación la más 

perfecta identidad entre las cosas, las causas, las personas de los litigantes 
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y la calidad con que lo fueron, nuestro Tribunal Supremo ha reconocido la 

modalidad del impedimento colateral por sentencia. 

 Dicha modalidad de cosa juzgada surte efecto cuando, como en la 

presente controversia, si bien no hay una perfecta identidad de causas, un 

hecho esencial para el pronunciamiento de la sentencia se dilucidó y 

determinó mediante una sentencia válida y final emitida por otro panel 

de este Tribunal.  Por tanto, no nos convence el argumento del Sr. Correa 

en cuanto a que el foro primario erró al aplicar la doctrina de cosa juzgada, 

ya que nunca se había resuelto la validez del control de acceso a la luz de 

la Ley Núm. 21.  Ello fue, esencialmente, lo que resolvió este Tribunal en 

su sentencia del año 2013; lo cierto es que el Sr. Correa ha litigado este 

asunto medular anteriormente y fue la parte perdidosa en dicho pleito, por 

lo que tal determinación es concluyente al momento de auscultar la validez 

del control de acceso objetado nuevamente por el Sr. Correa. 

 Si bien la doctrina de cosa juzgada no se debe aplicar de forma 

automática o rígida, las excepciones a su empleo no se favorecen, pues 

afectan la finalidad de las controversias y el buen funcionamiento judicial.  

En ese contexto, la parte apelante no convenció a este Tribunal de razón 

alguna por cual debía ser relevado de la determinación emitida previamente 

en su contra, por lo que no procede eximirle de la aplicación de la doctrina 

de cosa juzgada. 

 Como bien señala la parte apelada, el Sr. Correa tampoco cumple 

con los requisitos para la concesión de un relevo de sentencia al amparo 

de la Regla 49.2 de las de Procedimiento Civil.  Primeramente, el Sr. Correa 

no solicitó el relevo correcta y oportunamente16.  No obstante, sostiene que 

la sentencia emitida en su contra por otro panel de este Tribunal es nula, 

por lo que no procede el pago de la cuota de mantenimiento del control de 

acceso.  A esos efectos, adujo que dicho panel se expresó sobre la validez 

del control de acceso a la luz de la Ley Núm. 21, sin contar con evidencia 

                                                 
16 A decir: dentro de los seis meses de haberse registrado la sentencia o, en su defecto, 
en un pleito independiente.    



  

 

 

KLAN201800755  14 
 

 

para ello y a sabiendas de que los efectos de la Escritura Núm. 13 se 

habían extinguido.  Tampoco le asiste la razón. 

 Según esbozado, el mecanismo provisto por la Regla 49.2 de las 

de Procedimiento Civil no es una llave maestra para reabrir a capricho 

una controversia ya adjudicada. Por tanto, la doctrina le impone al 

promovente la obligación de justificar su concesión al amparo de una 

de las causales establecidas en la citada Regla.  No obstante, su 

función no es corregir errores de derecho, ni errores de apreciación o 

valoración de la prueba, pues estos son fundamentos para una 

reconsideración o apelación, no para el relevo.   

Ello es precisamente lo que intenta hacer el Sr. Correa mediante sus 

argumentos, pues este no articula razones que sostengan la supuesta 

nulidad de la sentencia emitida en su contra y tan siquiera planteó dicho 

asunto según exige la citada regla; este se limitó a argumentar que, en su 

sentencia del año 2013, este Tribunal erró en su apreciación de la prueba 

y en la aplicación de la Ley Núm. 2117.  Por tanto, resulta forzoso concluir 

que el Sr. Correa no cumplió con su obligación de justificar el relevo 

solicitado por una supuesta nulidad de dicha sentencia. 

 Por último, atendemos la petición de la parte apelada para la 

concesión de costas y honorarios de abogado.  A la luz de la conducta 

obstinada desplegada por la parte apelante, que obligó a la Asociación a, 

nuevamente, asumir las molestias, gastos, trabajo e inconveniencias de 

defender el control de acceso establecido válidamente en la urbanización, 

resolvemos que procede la concesión de los honorarios de abogado 

solicitada por esta, por la cuantía de $1,000.0018.  A su vez, y con respecto 

a las costas, véase, Regla 44.1 (c) de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

AP. V, R. 44.1 (c).   

 Consecuentemente, el foro primario no incidió al declarar con lugar 

la demanda de la Asociación contra el Sr. Correa para el pago de las cuotas 

                                                 
17 Huelga apuntar que, en su sentencia, el panel que atendió dicho asunto hizo un recuento 
completo de todas las gestiones realizadas por la Asociación con el Municipio. 
 
18 Véase, Torres Montalvo v. Gobernador ELA, 194 DPR 760, 778 (2016).   
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de mantenimiento adeudadas.  La controversia sobre la validez del control 

de acceso constituye cosa juzgada y el Sr. Correa no mostró las razones 

por las cuales debía ser relevado de los efectos de la sentencia emitida 

previamente en su contra, por lo que procede confirmar la sentencia 

apelada. 

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos la sentencia 

emitida el 12 de enero de 2018, y notificada el 26 de abril de 2018, por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Caguas. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 
 

 Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

  


